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PETICIÓN / INFORMACIÓN SOBRE EL TRÁMITE DADO A UNA DENUNCIA PENAL / CONCEDE - Así mismo, obra en el expediente copia del oficio No.0512 del 6 de marzo de 2018, emitido por el Director Seccional de Fiscalías de Risaralda, Dr. JMTA, mediante el cual informó al señor JDZC que su derecho de petición del 13 de febrero de 2018 había sido remitido a la Fiscalía 28 Seccional de Administración Pública de Pereira por cuanto allí se adelantan las investigaciones radicadas Nos.660016000058201600180 y 660016000036201700703 por las presuntas irregularidades que pueden estar presentando en la ESE Hospital San Vicente de Paul del Municipio de Santuario, Risaralda (Fl. 13).

Enfrentadas así las partes, se hace necesario reiterar que el artículo 250 de la Constitución Nacional, dispone que el ejercicio de la acción penal está a cargo de la Fiscalía, quien puede solicitar al juez de control de garantías las medidas necesarias para asegurar la comparecencia de los imputados, la conservación de la prueba y la protección de la comunidad, (numeral 1º de dicha norma) y las medidas necesarias para la protección de las víctimas.  Así mismo, el artículo 251 de la norma constitucional señala las funciones especiales del Fiscal General de la Nación.   

(…)

Por lo tanto, y conforme a las respuestas emitidas tanto por el Fiscal 28 Seccional de esta ciudad y el Director Seccional de Fiscalías, esta Sala considera que es la Fiscalía 28 Seccional de la Unidad de Administración Pública de Pereira la competente para resolver las peticiones que a su despacho lleguen por parte del señor JDZC con respecto a las denuncias que en representación de la Veeduría Ciudadana de Control Social a lo Público de Risaralda, interpuso en contra de la ESE Hospital San Vicente de Paul del municipio de Santuario, la Cooperativa Precoopsalud y la Empresa de Empleos Temporales de Colombia ETEMCO S.A.S.   Lo anterior, no solo porque el derecho de petición del 13 de febrero de 2018 presentado por el accionante fue remitido por el Director de Fiscalías  a la Fiscalía 28 Seccional de la Unidad de Administración Pública, según el oficio No.0512 antes relacionado (Fl.13), sino por cuanto no se evidencia que ese despacho hubiera dado respuesta al mismo, toda vez que la única respuesta que se le dio al señor JDZC data del 16 de junio de 2017 (Fls. 24-30).

Se concluye entonces que el señor JDZC no ha recibido contestación alguna a su requerimiento del 13 de febrero de 2018.  De tal manera, que si el Delegado de la Fiscalía 28 Seccional de la Unidad de Administración Pública de esta capital consideraba que no es el competente para absolver las inquietudes que allí plasma el accionante, debió haber tramitado tal requerimiento según lo dispuesto en el artículo 21 de la Ley 1755 de 2015
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1. ASUNTO A DECIDIR

Se profiere sentencia de primera instancia dentro de la acción de tutela promovida por el señor José Danilo Zapata Castaño, representante legal de la Veeduría Ciudadana de Control Social a lo Público de Risaralda, en contra de la Fiscalía General de la Nación de esta ciudad por considerar vulnerado su derecho fundamental de petición.

2. RESUMEN DE ANTECEDENTES

2.1. Señaló el señor José Danilo Zapata Castaño que el 14 de febrero de 2018 presentó ante el Fiscal General de la Nación, Dr. Néstor Humberto Martínez Neira, un derecho de petición en donde dio a conocer la denuncia que la Veeduría Ciudadana de Control Social a lo Público de Risaralda interpuso en contra de la ESE Hospital San Vicente de Paul del municipio de Santuario, la Cooperativa Precoopsalud y la Empresa de Empleos Temporales de Colombia ETEMCO S.A.S. con el fin de que dicha autoridad investigue los hechos relatados en el escrito aludido con fundamento en que en Risaralda no avanzan las pesquisas, sin que a la fecha hubiera recibido respuesta alguna, lo que consideró una vulneración a su derecho fundamental de petición.

Por lo anterior, solicitó tutelar el derecho de petición y ordenar a la Fiscalía General de la Nación resolver la solicitud del 14 de febrero de 2018, para lo cual adjuntó los documentos que sustentan su requerimiento (Fls. 1-15).

2.2. Mediante auto del 16 de marzo de 2018 se avocó el conocimiento de la presente demanda de amparo, se ordenó correr traslado de la misma a la autoridad accionada y se vinculó al trámite a la Fiscalía 28 Seccional de Administración Pública de esta ciudad (Fl. 18).

3. SÍNTESIS DE LA RESPUESTA A LA DEMANDA
3.1. FISCALIA 28 SECCIONAL - UNIDAD DE ADMINISTRACIÓN PÚBLICA DE PEREIRA
Su titular informó que  ese despacho tramita la investigación por la presunta conducta punible de contrato sin el cumplimiento de los requisitos legales, en donde el denunciante es el señor José Danilo  Zapata Castaño, el cual forma parte de una Veeduría, donde a través de varios escritos manifestó que  existe una pérdida de dineros públicos que eran administrados por la Cooperativa Precoopsalud, siendo su destino el pago de la liquidación y demás derechos laborales de sus asociados. Así como la  presunta persecución política y acoso laboral contra la empleada de oficios varios, señora María Gladys Zapata Castaño.
Indicó que la indagación fue asignada el 18 de abril de 2016 por lo que se procedió a emitir las órdenes pertinentes a la Policía Judicial encaminadas a recolectar los elementos materiales probatorios para establecer la existencia del delito y sus responsables, en los que obra la entrevista del denunciante donde reitera el manejo irregular de los dineros aludidos, lo que considera que se trata de un peculado.
Señaló que pese a la celeridad con que se ha actuado, la FGN no cuenta aún con el grado de conocimiento para tomar una decisión de fondo.  De tal manera, que no puede inferirse vulneración de derechos fundamentales, máxime que dentro del proceso penal se ha permitido la participación del accionante para que aporte elementos probatorios.

Consideró que las pretensiones de la demanda de tutela son las mismas que el accionante ha elevado en esa entidad y de las que ha recibido respuesta a sus requerimientos. 

Mencionó que ningún ciudadano puede pretender que por vía penal se solucionen conflictos entre particulares, pues la Veedurías están para ejercer una vigilancia para que los servidores cumplan con la función asignada por el Estado y destaca esta esta situación debido a que el señor José Danilo Zapata Castaño  solo se pronuncia a un caso específico como es la contratación de personal con la cooperativa Precoopsalud donde laboró su hermana María Gladys Zapata Castaño.

Indicó que en su oportunidad se le corrió al accionante traslado de la orden de archivo dentro del radicado No.66001600036201700703 que cita en la demanda de amparo.  Así mismo, se le informó que las conductas denunciadas bajo el radicado No.66001600036201702643 no eran del resorte de esa Unidad, sino de la Fiscalía Local de Santuario, Risaralda, a donde se remitieron las diligencias, lo que tampoco fue del agrado del actor, pese a que fue objeto de sanción penal.

Adujo que al accionante se le informó a dónde debe acudir en caso de que ese Despacho no le genere confianza, lo que ha pregonado en varios de sus escritos con el fin de que solicitara el cambio de radicación del No.660016000058201600180. De tal manera, que esta no es la  vía para controvertir el archivo de una de sus denuncias, máxime que al actor se le explicó, en la respuesta de la que se adjunta una copia, las razones por las cuales no podía acceder a sus múltiples peticiones.

Por lo anterior, solicitó que no se ampare el derecho invocado por el actor, a quien se le han garantizado el debido proceso y demás prerrogativas procesales  conforme a la ley y la Constitución (Fls. 21-23).  
Anexa copia del oficio No.162 del 16 de junio de 2017 dirigido al señor José Danilo Zapata Castaño (Fls. 24-30).

3.2 DIRECCIÓN SECCIONAL DEL FISCALÍAS DE PEREIRA 

Informó que corrió traslado de la demanda de tutela interpuesta por el señor Zapata Castaño a la Fiscalía 28 Seccional para que se pronunciara al respecto y enviara a esa  Dirección un informe ejecutivo actualizado de las investigaciones radicadas bajo los NUNC 660016000058201600180 y 660016000036201700703.  Por lo tanto, una vez se reciban dichos informes, se procederá a realizar un Comité Técnico Jurídico a los casos en mención con el fin de realizar seguimiento a las mismas.
Aclaró que esa Dirección Seccional cumple funciones administrativas y está facultada para hacer seguimiento a las investigaciones, más no para dar órdenes a los fiscales delegados sobre las decisiones que estos deben tomar, por cuanto son autónomos e independientes en el ejercicio de sus funciones, según lo dispuesto en el artículo 5º de la Ley 270 de 1996  y la jurisprudencia de la Corte Constitucional en la sentencia C-558 de 1994.
Adjuntó copia del oficio del 20 de marzo de 2018 mediante el cual le informa al accionante que esa entidad hará el respectivo seguimiento a las investigaciones antes relacionadas y que es el Fiscal instructor el que luego de estudiar los elementos materiales probatorios que obran en la investigación, el que determinará si los mismos son indispensables para formular imputación, solicitud de preclusión o archivo de las diligencias.  Así mismo, se le indicó al actor que si presenta inconformidad con la orden de archivo proferida por el Fiscal 28 Seccional de Pereira dentro del caso radicado al No.66001600036201700703 podrá solicitar ante el juez de control de garantías la revisión de tal resolución.
Por lo anterior, consideró que no se ha vulnerado el derecho fundamental de petición al accionante y ante la respuesta brindada, se configura el fenómeno de carencia actual de objeto por hecho superado; por tal razón, solicitó que se niegue el amparo invocado (Fls. 32 y 33).

Anexa copia de la respuesta enviada al accionante y del traslado de la acción de tutela al Fiscal 28 Seccional (Fls. 34-36). 

4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acto u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.

4.2. Esta Colegiatura es competente para conocer de la presente actuación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución; el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000.

4.3 Problema jurídico y solución al caso en concreto
4.3.1. Corresponde a esta Sala determinar si al señor José Danilo Zapata Castro, representante legal de la Veeduría Ciudadana de Control Social de Risaralda, le fue vulnerado su derecho fundamental de petición ante la ausencia de respuesta a su solicitud radicada el 13 de febrero de 2018, de manera tal que amerite la concesión o no del amparo.  

4.4. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

4.5. Con respecto al derecho de petición la Ley 1755 de 2015, señaló lo siguiente en los artículos 13 y 14:

“Artículo 13. Objeto y modalidades del derecho de petición ante autoridades. Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma.
 

Toda actuación que inicie cualquier persona ante las autoridades implica el ejercicio del derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política, sin que sea necesario invocarlo. Mediante él, entre otras actuaciones, se podrá solicitar: el reconocimiento de un derecho, la intervención de una entidad o funcionario, la resolución de una situación jurídica, la prestación de un servicio, requerir información, consultar, examinar y requerir copias de documentos, formular consultas, quejas, denuncias y reclamos e interponer recursos.
 

El ejercicio del derecho de petición es gratuito y puede realizarse sin necesidad de representación a través de abogado, o de persona mayor cuando se trate de menores en relación a las entidades dedicadas a su protección o formación.
 
Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones:
 
1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes.
 
2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción.”
4.5.1.  En la Sentencia T-142 de 2012
, se reiteró lo establecido por la Corte Constitucional en la Sentencia T-377 de 2000, con respecto al derecho de petición, lo siguiente:
“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. 
b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. 
d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.
e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.
f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.
g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.
h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.

i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994.

En consecuencia, ha entendido la jurisprudencia de la Corte que, se vulnera el derecho fundamental de petición al omitir dar resolución pronta y oportuna de la cuestión. Esto ocurre cuando se presenta una de dos circunstancias: “(i) que al accionante no se le permita presentar petición, o (ii) que exista presentación de una solicitud por parte del accionante. En este sentido, la vulneración del derecho de petición se presentará o bien por la negativa de un agente de recibir la respectiva petición o frustrar su presentación – circunstancia (i)-; o bien que habiendo presentado una petición respetuosa no ha obtenido respuesta, o que la solicitud presentada no fue atendida debidamente –circunstancia (ii).”

En lo que tiene que ver con la segunda circunstancia, referente a la falta de respuesta por parte de la entidad, la jurisprudencia constitucional, ha establecido que el derecho de petición supone un resultado, que se manifiesta en la obtención de la pronta resolución de la petición.

Sin embargo, se debe aclarar que el derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea  obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa.6”

4.6.  DEL CASO EN CONCRETO

4.6.1. En el caso sub examine, la Sala advierte que el señor José Danilo Zapata Castaño, aduciendo su calidad de representante legal de la Veeduría Ciudadana de Control Social a lo Público de Risaralda,  acudió a la acción de tutela con el fin de que se ampare el derecho fundamental de petición dirigido al Dr. Néstor Humberto Martínez Neira, Fiscal General de la Nación, sin que a la fecha hubiera recibido respuesta alguna.

4.6.2. Frente a las peticiones presentadas por los ciudadanos, es deber de  las autoridades de responderlas dentro del plazo establecido por la ley, resolviendo de fondo y claramente lo pedido, tal como lo indicó el legislador y la Corte Constitucional en la norma y jurisprudencia antes relacionadas. En igual sentido, en la Sentencia T-329 de 2011 dicha Corporación indicó que la violación del derecho de petición puede dar lugar a la incoación de una acción de tutela para lo cual se exigen los dos extremos fácticos siguientes que han de cumplirse con rigor, así:
“Primero la existencia con fecha cierta de una solicitud dirigida a una autoridad, y segundo el transcurso del tiempo señalado en la ley sin que se haya dado una respuesta oportuna al solicitante. Así las cosas, para la prosperidad de la acción de tutela por violación del derecho de petición, el accionante debe acreditar dentro del proceso que elevó la correspondiente petición y, que la misma no fue contestada. 
 
Por lo anterior, es pertinente agregar que si bien toda persona tiene derecho a elevar solicitudes respetuosas ante la administración o contra particulares, es requisito indispensable para obtener el fin perseguido con la acción de tutela, demostrar así sea de forma sumaria, que se presentó la petición.”
4.6.3. De las pruebas allegadas con la demanda de tutela, esta Sala observa en la foliatura la copia del escrito con fecha del 13 de febrero de 2018, dirigido al Dr. Néstor Humberto Martínez Neira, Fiscal General de la Nación
, en el cual el señor José Danilo Zapata Castaño puso de presente que la Fiscalía 28 Seccional de esta ciudad conoce de las denuncias presentadas por el accionante, fungiendo como representante legal de la Veeduría Ciudadana de Control Social a lo Público de Risaralda, en contra de la ESE Hospital San Vicente de Paul de Santuario, la Cooperativa Precoopsalud y la empresa ETEMCO S.A.S., en el que hizo un descripción de los hechos y argumentó que:   “esa entidad no le ofrece las garantías de transparencia frente al caso teniendo en cuenta que el mismo no ha tenido allí ningún avance y donde terminó archivado por esa Fiscalía otro caso de corrupción que implicó a la  misma entidad hospitalaria y la empresa ETEMCO S.A.S, la misma que continúa contratando con la ESE Hospital San Vicente de Paul de Santuario Risaralda, a pesar de las irregularidades y comprobado acto de corrupción” (Fl. 11) y luego de hacer una relación de las quejas que en igual sentido ha presentado ante la Contraloría de Risaralda, el actor solicitó:  “Señor Fiscal, conocedores de su importante y destacada labor en la lucha contra el delito y corrupción a nivel nacional, solicitamos se investigue estos hechos desde la Fiscalía General de la Nación porque en el departamento de Risaralda no avanzan y cuando hay una decisión es a favor de los implicados, lo cual, nos lleva a considerar al interior del Estado o de la Política regional metiendo la mano en estos procesos” (Fl.12)
4.6.4. De acuerdo a lo anterior, el señor Zapata Castaño acreditó haber elevado un derecho de petición el cual quedó radicado el 14 de febrero de 2018 en la Subdirección de Gestión Documental de esta ciudad, bajo el  No.20186110156982, lo que significa que el accionante cumplió con la carga de la prueba de la solicitud elevada con el fin de establecer a qué autoridad le corresponde responder la misma, toda vez que no basta que el tutelante afirme que su derecho de petición se vulneró por no obtener respuesta, sino que es necesario demostrar tal afirmación con elementos que permitan comprobar lo dicho, tal como lo señaló la Corte Constitucional en la Sentencia T - 997 de 2005, cuando determinó lo siguiente:    

 

“La carga de la prueba en uno y otro momento del análisis corresponde a las partes enfrentadas: debe el solicitante aportar prueba en el sentido de que elevó la petición y de la fecha en la cual lo hizo, y la autoridad, por su parte, debe probar que respondió oportunamente. La prueba de la petición y de su fecha traslada a la entidad demandada la carga procesal de demostrar, para defenderse, que, al contrario de lo afirmado por el actor, la petición sí fue contestada, resolviendo de fondo y oportunamente. Pero si ante el juez no ha sido probada la presentación de la solicitud, mal puede ser condenada la autoridad destinataria de la misma, pues procesalmente no existe el presupuesto del cual se deduzca que, en tal evento, estaba en la obligación constitucional de responder.”
 

4.6.5. Así mismo, obra en el expediente copia del oficio No.0512 del 6 de marzo de 2018, emitido por el Director Seccional de Fiscalías de Risaralda, Dr. Jorge Mario Trejos Arias, mediante el cual informó al señor Zapata Castaño que su derecho de petición del 13 de febrero de 2018 había sido remitido a la Fiscalía 28 Seccional de Administración Pública de Pereira por cuanto allí se adelantan las investigaciones radicadas Nos.660016000058201600180 y 660016000036201700703 por las presuntas irregularidades que pueden estar presentando en la ESE Hospital San Vicente de Paul del Municipio de Santuario, Risaralda (Fl. 13).
4.6.6.  Enfrentadas así las partes, se hace necesario reiterar que el artículo 250 de la Constitución Nacional, dispone que el ejercicio de la acción penal está a cargo de la Fiscalía, quien puede solicitar al juez de control de garantías las medidas necesarias para asegurar la comparecencia de los imputados, la conservación de la prueba y la protección de la comunidad, (numeral 1º de dicha norma) y las medidas necesarias para la protección de las víctimas.  Así mismo, el artículo 251 de la norma constitucional señala las funciones especiales del Fiscal General de la Nación.   
Por su parte, el artículo 113 del C.P.P.  indica cómo está compuesta la Fiscalía General de la Nación, así: “Artículo 113. Composición. La Fiscalía General de la Nación para el ejercicio de la acción penal estará integrada por el Fiscal General de la Nación, el Vicefiscal, los fiscales y los funcionarios que él designe y estén previstos en el estatuto orgánico de la institución para esos efectos”  y la jurisprudencia de la Corte Constitucional en la Sentencia C-232 de 2016 se refirió a las funciones jurisdiccionales de la Fiscalía General de la Nación y que “antes de la entrada en vigencia de la reforma del Acto Legislativo 03 de 2002, la sentencia C-873/03, tomando como consideración las normas “que a la fecha se encuentran en plena vigencia”, precisó lo siguiente:
 
“(…) los fiscales, en tanto ejercen funciones judiciales y a su cargo se encuentra la instrucción de procesos penales en un sistema con las características del creado en 1991, son autónomos e independientes en el ejercicio de sus funciones, y deben cumplir con el mandato de imparcialidad para preservar los derechos del investigado al debido proceso y la igualdad; en consecuencia, ni siquiera el Fiscal General puede intervenir en el desarrollo específico de las investigaciones asignadas a cada fiscal, puesto que ello equivaldría a inmiscuirse indebidamente en un ámbito constitucionalmente resguardado de autonomía en el ejercicio de la función jurisdiccional. Como consecuencia, el ejercicio de atribuciones tales como las que tiene el Fiscal General de reasignar procesos o asumir directamente el conocimiento de una investigación desplazando al fiscal competente, debe permitirse únicamente en hipótesis excepcionales, en las cuales se presenten circunstancias de peso que así lo justifiquen - las cuales deben quedar claramente plasmadas en la decisión correspondiente, para permitir el derecho de defensa de los afectados.
Lo anterior no obsta para que, en ejercicio de sus poderes generales de dirección y orientación de las actividades de investigación penal, el Fiscal General de la Nación trace políticas generales aplicables a las distintas actividades desarrolladas por los funcionarios de la Fiscalía; tales políticas pueden estar referidas a aspectos fácticos o técnicos del proceso de investigación, así como a asuntos jurídicos generales de índole interpretativa, y pueden fijar prioridades, parámetros o criterios institucionales para el ejercicio de la actividad investigativa, así como designar unidades especiales para ciertos temas. Esto implica que el Fiscal General sí puede orientar en términos generales el funcionamiento de la Fiscalía en tanto institución unitaria, así como llevar a cabo actividades de seguimiento y evaluación sobre el desempeño general de la entidad; pero todo ello debe realizarse en general, sin que se invoquen dichas facultades de orientación y definición de políticas para incidir sobre la investigación o apreciación de casos concretos por parte de los fiscales que tienen a su cargo la instrucción, ni sobre la forma en que se debe interpretar y aplicar la ley penal frente a situaciones particulares que ya son de competencia de dichos fiscales. Los lineamientos, pautas y políticas que trace el Fiscal General de la Nación deben ser, así, de carácter general, como también lo deben ser aquellos parámetros o criterios adoptados por los Directores Nacional o Seccionales de Fiscalías en cumplimiento de sus funciones, para respetar los mandatos constitucionales de independencia, imparcialidad y autonomía en la administración de justicia. En el nuevo sistema, el principio de jerarquía adquiere unas connotaciones especiales, distintas a las que tenía bajo el esquema original de 1991, que no entra la Corte a precisar en esta oportunidad”.  (Subrayas fuera del texto original)
 
Y en dicha sentencia concluyó la Corte Constitucional que “La función que cumple el fiscal delegado es, pues, la que determina si en su obrar actúa como juez y, por tanto, si las decisiones que adopta deben ser independientes y autónomas y estar acordes con el artículo 230 de la Constitución Política. (…)” 
Se subraya lo anterior para establecer que pese a la jerarquía con la que cuenta el Fiscal General de la Nación, las decisiones de los demás fiscales en desarrollo a sus actividades investigativas, gozan de independencia y autonomía funcional.

4.6.7. Por lo tanto, y conforme a las respuestas emitidas tanto por el Fiscal 28 Seccional de esta ciudad y el Director Seccional de Fiscalías, esta Sala considera que es la Fiscalía 28 Seccional de la Unidad de Administración Pública de Pereira la competente para resolver las peticiones que a su despacho lleguen por parte del señor José Danilo Zapata Castaño con respecto a las denuncias que en representación de la Veeduría Ciudadana de Control Social a lo Público de Risaralda, interpuso en contra de la ESE Hospital San Vicente de Paul del municipio de Santuario, la Cooperativa Precoopsalud y la Empresa de Empleos Temporales de Colombia ETEMCO S.A.S.   Lo anterior, no solo porque el derecho de petición del 13 de febrero de 2018 presentado por el accionante fue remitido por el Director de Fiscalías  a la Fiscalía 28 Seccional de la Unidad de Administración Pública, según el oficio No.0512 antes relacionado (Fl.13), sino por cuanto no se evidencia que ese despacho hubiera dado respuesta al mismo, toda vez que la única respuesta que se le dio al señor Zapata Castaño data del 16 de junio de 2017 (Fls. 24-30).

4.6.8. Se concluye entonces que el señor Zapata Castaño no ha recibido contestación alguna a su requerimiento del 13 de febrero de 2018.  De tal manera, que si el Delegado de la Fiscalía 28 Seccional de la Unidad de Administración Pública de esta capital consideraba que no es el competente para absolver las inquietudes que allí plasma el accionante, debió haber tramitado tal requerimiento según lo dispuesto en el artículo 21 de la Ley 1755 de 2015 que indica que: “Si la autoridad a quien se dirige la petición no es la competente, se informará de inmediato al interesado si este actúa verbalmente, o dentro de los cinco (5) días siguientes al de la recepción, si obró por escrito. Dentro del término señalado remitirá la petición al competente y enviará copia del oficio remisorio al peticionario o en caso de no existir funcionario competente así se lo comunicará. Los términos para decidir o responder se contarán a partir del día siguiente a la recepción de la Petición por la autoridad competente”, actuación que igualmente  echa de menos esta Sala, lo que vulnera el derecho fundamental de petición del accionante.

4.6.9.   Por lo anterior, se tutelará el derecho fundamental de petición al señor José Danilo Zapata Castaño y en tal virtud, se ordenará al Delegado Fiscal 28 Seccional de la Unidad de Administración Pública de Pereira, que en un plazo máximo de cuarenta y ocho (48) horas, contado a partir de la notificación del presente fallo, responda al accionante su petición del 13 de febrero de 2018.

4.6.10.  De todos modos, esta Sala debe precisar al accionante que el ejercicio del derecho petición no significa que el mismo lleve implícito  una resolución favorable a lo demandado, sino que se entiende vulnerada tal prerrogativa cuando el peticionario no recibe una contestación a sus inquietudes en el término contemplado por la ley, tal como lo refirió la Corte Constitucional en la Sentencia T-146 de 2012 cuando señaló lo siguiente: 
“El derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea  obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa. Esto quiere decir que la resolución a la petición, “(…) producida y comunicada dentro de los términos que la ley señala, representa la satisfacción del derecho de petición, de tal manera que si la autoridad ha dejado transcurrir los términos contemplados en la ley sin dar respuesta al peticionario, es forzoso concluir que vulneró el derecho pues la respuesta tardía, al igual que la falta de respuesta, quebranta, en perjuicio del administrado, el mandato constitucional.”  (Subrayas nuestras)

DECISIÓN 

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: TUTELAR el derecho fundamental de petición al señor  José Danilo Zapata Castaño.

SEGUNDO: Consecuente con lo anterior, se ORDENA al  Delegado Fiscal 28 Seccional de la Unidad de Administración Pública de Pereira, que en un plazo máximo de cuarenta y ocho (48) horas, contado a partir de la notificación del presente fallo, al Delegado Fiscal 28 Seccional de la Unidad de Administración Pública de Pereira, responda al señor José Danilo Zapata Castaño su petición del 13 de febrero de 2018.

TERCERO: Desvincular del presente trámite a la Fiscalía General de la Nación y a la Dirección Seccional de Fiscalías de Pereira.
CUARTO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

WILSON FREDY LÓPEZ 

Secretario
� M.P. Dr. Alejandro Martínez Caballero 
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